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Documento CCSCS para Seminario de Integración Productiva 

Comisión de representantes permanente del mercosur
 
MONTEVIDEO, 24 y 25 de julio de 2007

1. INTRODUCCIÓN

Los primeros antecedentes de integración regional en el Cono Sur, se caracterizaron por un conjunto de negociaciones sectoriales conocidos como el programa de Integración y Cooperación Económica (PICE) entre Argentina y Brasil en 1986. El fundamento de esta integración se fundamentaba en un proceso gradual progresivo hacia una integración regional plena. La complementación productiva, en principio destinada a los bienes de capital, proponía entre otras cosas la creación de un fondo regional de promoción de inversiones y la creación de empresas binacionales (Lopez y Porta, 1994). El único acuerdo firmado, en aquel entonces, fue en la industria siderúrgica, mientras que se frustró los acuerdos en los sectores textiles y petroquímicos. Como es sabido, este programa fue cercenado por el advenimiento de las políticas neoliberales de la región. La firma del Tratado de Asunción que dio origen al MERCOSUR no diseñó originariamente un mecanismo de integración productiva. En un contexto de auge de políticas neoliberales, el MERCOSUR  se estableció como política reactiva al orden internacional en un escenario de alta interdependencia y un avance de los regionalismos abiertos. La integración productiva que debió pensarse como un proceso de complementariedad entre nuestras economías, estuvo siempre asociada a la competitividad sectorial. A pesar de los cambios políticos en la región, esta visión sigue estando presente, en alguna medida, hasta la actualidad. Así se observa que el Documento Técnico GMC/DT 11/07 de julio de 2007 expresa que el MERCOSUR permite potenciar el desarrollo de cada uno de los países al generar un mercado interno ampliado y favorecer la competitividad de los distintos sectores y por tanto, incrementar el potencial exportador del bloque.  

Las políticas industriales o de competitividad establecidas en el MERCOSUR han tenido alcance nacional, salvo casos excepcionales (como el del sector automotriz). En la práctica, y pese al proceso integrador, el número de iniciativas regionalmente articuladas destinadas a promover la complementación productiva y la competitividad sistémica hacia terceros mercados, ha sido muy escaso. 

La CCSCS ha impulsado fuertemente desde los inicios del MERCOSUR la necesidad de diseñar una política industrial de la región que nos permita revertir el modo de inserción dependiente, periférica y subordinada de nuestros países en la economía mundial. En este sentido, la propuesta sindical en ocasión de Ouro Preto II fue la creación de la Comisión de Desarrollo Productivo e Infraestructura en la misma prelación y capacidad decisoria que la Comisión de Comercio, cuyos objetivos debieran ser la articulación de las políticas de industria, agricultura, transportes, puertos, energía, comunicaciones, etc, volcadas a la ampliación de la participación de las empresas y sectores en el comercio, integración de las cadenas productivas y generación de empleos decentes.

2. Cadenas Productivas y Foros de Competitividad. 

El objetivo de la integración productiva es fomentar las cadenas de valor a través de la complementariedad productiva que propende a la competitividad sistémica en el contexto internacional. La integración productiva muy difícilmente podrá concretarse si no se atienden las asimetrías en las estructuras productivas de los Estados Parte, si no se establece una política macroeconómica común, y no se limitan las políticas unilaterales –licencias no automáticas, cláusulas de salvaguarda, perforaciones al arancel externo común, derechos antidumping, etc.-, que en general responden a demandas sectoriales frente a la penetración de las importaciones provenientes de otros socios del bloque. Pero además, uno de los obstáculos más concretos, son los requisitos para la radicación de empresas en los países miembros y las dificultades para asociar capitales. En particular, el fenómeno más importante en los últimos años, son las fusiones y ventas de las translatinas originarias del MERCOSUR. 

La integración de las cadenas productivas del MERCOSUR debe tener como finalidad impulsar el desarrollo de los aglomerados sectoriales existentes, e inducir a aquellos sectores que por cuyas ventajas derivadas estén en condiciones de consolidar polos de desarrollo productivo pero cuyo nacimiento se ha visto obstaculizado por las diferentes coyunturas económicas, políticas sectoriales y factores exógenos, en especial de la esfera del mercado internacional. Este objetivo invoca una nueva concepción de desarrollo productivo que priorice la generación de empleo. 

El MERCOSUR debe avanzar en una agenda de la integración de cadenas productivas o cadenas de valor. El seguimiento actual de las cadenas productivas se expresa a través del fundamento según el cual en ellas participan distintos tipos de agentes y organizaciones, que actúan en distintas etapas de producción y cuyo alcance geográfico puede variar desde aquellas puramente locales, a otras de carácter nacional, regional e, incluso, global. El resultado de los estudios realizados da cuenta de cadenas productivas controladas por grandes empresas que operan en nuestra región, en especial transnacionales, pero ha relegado aquellas cadenas productivas compuestas por las pequeñas y medianas empresas, que son las mayores generadoras de empleo en el MERCOSUR; tampoco se ha estudiado en profundidad las potencialidades de ventajas derivadas de nuevas cadenas productivas. En un marco donde las cadenas productivas existentes son monopolizadas por las empresas transnacionales, las PyMes quedan subsumidas en relación a la transferencia de conocimientos, así como en el reparto de beneficios. Pero además, este hecho impacta directamente en el empleo, porque son las empresas de menor envergadura, las que absorben fuerza de trabajo intensiva. Y esto lleva directamente al objetivo global adoptado por el Consejo Mercado Común en el 2006, cuando en ocasión de la aprobación de la Estrategia MERCOSUR de Crecimiento del Empleo (CMC 04/06) definió que todas las políticas comerciales, productivas, económicas del MERCOSUR deben estar orientadas a la generación de trabajo decente. 

Es ampliamente reconocido que la competitividad no se basa tanto en el desempeño de sectores y empresas aislados, sino en el funcionamiento eficiente de las cadenas de valor; por ello, las políticas públicas en los países en desarrollo deben orientarse a estimular cadenas de valor en aquellas zonas donde existen ventajas derivadas. Esta definición merece introducir algunas cuestiones claves conceptuales. En primer lugar, los países del MERCOSUR no pueden seguir enfatizando el desarrollo productivo bajo una óptica nacional sino que deben trascender esta barrera y colocar como principio de acción una política regional de desarrollo. En segundo lugar, el análisis de las cadenas productivas no puede limitarse a las grandes empresas, ya que está comprobado que las grandes empresas pueden resistir al “aislamiento” territorial y por tanto no irradian desarrollo productivo de otras fases de producción o sectores, ya que éstas suelen externalizar dichas fases y no necesariamente esto redunda en un beneficio para las  empresas ni los trabajadores de la región. La literatura económica conceptualiza a las cadenas productivas donde prevalecen las PyMES de una misma cadena productiva como economías de aglomeración
; en ellas, se observa una distribución territorial donde a las ventajas iniciales de radicación de las empresas, se suman las ventajas derivadas de las mejores interacciones comerciales que se logran entre proveedores y clientes, la disposición de mano de obra calificada y entrenada en el área de especialización sectorial regional y la capacidad de estas empresas para enfrentar dificultades coyunturales. Teniendo en cuenta que la generación de empleo se amplifica exponencialmente cuando existen conglomerados primarios e industriales territoriales especializados, el MERCOSUR deberá abordar la investigación y seguimiento de cadenas productivas regionales existentes y propiciar nuevas cadenas allí donde existan condiciones de creación e integración. Las mismas deberán articularse con políticas de integración física e impulso regional para que su crecimiento potencial se acelere. 

La puesta en marcha de mecanismos regionales de articulación de las cadenas productivas solidifica las bases del MERCOSUR no sólo por la vía de reforzar los lazos de cooperación ínter empresaria sino también al promover la cooperación inter-estatal en el diseño, implementación y monitoreo de las políticas regionales. La integración y complementariedad productiva implica articular a las distintas firmas que operan en el mismo sector (o en sectores relacionados verticalmente) en diferentes países con el objetivo de potenciar las capacidades competitivas de la cadena como un todo. Así, es posible cambiar las actitudes “defensivas” por otras de naturaleza “ofensiva”, pasando del conflicto a la cooperación. Pero no alcanza con el grado de voluntad de las empresas para cooperar es necesario, la firme decisión y política estatal, que fomente, promueva y diseñe una política de complementariedad. En ese sentido, el FCES en su recomendación Nº1/2001 al GMC afirmaba que “La participación de unidades productivas de los países socios en cadenas productivas, complementando sus capacidades tecnológicas, organizativas, financieras, de producción de partes y componentes, etc, permitirá mejorar la eficiencia y competitividad del conjunto, aumentando el empleo y las posibilidades de las empresas de afirmarse en el mercado regional y de acceder a los mercados internacionales”.  Este órgano prescribió que la existencia de una Comisión destinada a la Armonización y Convergencia Macroeconómica del MERCOSUR, así como la creación del Instituto Monetario MERCOSUR, son instrumentos necesarios pero insuficientes para la elaboración de proyecto de desarrollo productivo regional; ya que la superación de los problemas económicos y estructurales no se materializará solamente mediante la adopción de medidas de estabilización monetaria y fiscal, sino también contemplando metas productivas y sociales. 

La integración productiva equivale a la construcción de un modelo de desarrollo autónomo, con un fomento de la innovación tecnológica, una fuerte inversión pública en producción de conocimiento, infraestructura, comunicaciones, una política macroeconómica común de la región y una selección de los complejos productivos o clusters a desarrollar por etapas.  El MERCOSUR se caracterizó por la negociación continua de las condiciones de exportación e importación de los productos finales, de los componentes de origen (certificado de origen) y soslayó la construcción de cadenas productivas que dan cuenta desde la etapa de diseño de los productos, aprovisionamiento de materias primas y bienes intermedios, producción, comercialización, distribución y soporte post-venta. 

La búsqueda de sinergias en los conglomerados productivos requiere de la participación de los actores involucrados. No es posible que los gobiernos por sí solos comprometan a empresas y trabajadores a una política de integración regional, sin la participación en el diseño, implementación y seguimiento de las cadenas productivas a fomentar. 

Otro de los componentes centrales de la integración productiva del MERCOSUR consiste en las experiencias de los Foros de Competitividad. En 2002, el Consejo del Mercado Común aprobó formalmente la creación del Programa de los Foros de Competitividad de las Cadenas Productivas del MERCOSUR, con participación de funcionarios del sector público y representantes del sector empresario y del sector sindical. Sin embargo, cinco años después, el Foro de Mueble- Madera, si bien es el único que funciona con asiduidad, sus prácticas semejan más un foro de negocios que la construcción de una complementariedad con participación de los trabajadores/as. En el mismo sentido, en marzo de 2003 representantes de Argentina y Brasil decidieron crear el llamado Consejo Agropecuario del Sur (CAS), el cual, entre otras tareas, tendría la misión de promover formas conjuntas de comercialización y estimular la integración de las cadenas productivas en los sectores agropecuario y agroindustrial. Sin embargo, más allá de las intenciones y de las iniciativas adoptadas, en la práctica, poco es lo que parece haberse avanzado en concreto en esta área, tanto en el sector industrial como en el agropecuario. Recientemente se ha creado el Foro de Competitividad para el Sector Cinematográfico y Audiovisual del MERCOSUR, GMC 14/07; y es notorio, que ya en su constitución no hayan sido convocados los actores privados. Los objetivos de los foros de competitividad, tal como se entiende en la literatura económica, son la generación de estrategias de especialización y complementación y, en un ámbito de integración productiva de un mercado común regional, la coordinación intrabloque. En la práctica, esto aún no se ha materializado. 

En síntesis, la complementariedad productiva requiere de la articulación de política macroeconómica, de políticas productivas, de innovación tecnológica, sectoriales, de inversiones, de la real instrumentación de los foros de competitividad, entre otras. En los párrafos subsiguientes, este documento señalará los mayores desafíos en cada una de dichas áreas: 

3. las políticas de promoción de nversiones

El orden económico mundial de la actualidad se caracteriza por la pretensión del capital financiero a escindirse y autonomizarse de la acumulación productiva, esto es lograr un incremento permanente de la tasa de ganancia sin su correlato en la producción de bienes. La circulación autónoma del capital financiero ha sido en anteriores fases del capitalismo –en particular durante el fordismo y su correlato del Estado de bienestar de posguerra fría- frenada mediante las regulaciones estatales impuestas a partir de la creación de compromisos entre empleadores y trabajadores. De ese modo, la intermediación entre el ahorro y la inversión estuvo sujeta a intervenciones públicas propiciando que los plazos y las condiciones de inversión se hicieran más favorables a la producción de bienes y relegaran la tendencia a la valorización financiera. Este sistema estuvo sustentado por la complementación entre los incrementos de la productividad y la expansión de la demanda. Este compromiso institucionalizado en la relación salarial aseguraba la distribución de una parte de los incrementos de productividad hacia los trabajadores quienes constituyen los principales consumidores de bienes. 

Durante la última década se transformó en una práctica común definir inversión  a un conjunto de afluencia de capital que difícilmente redundará en generación de empleo y en incremento de los activos de las empresas. Así bajo la denominación inversión se computó la suma de los aportes de capital en bienes tangibles e intangibles, los créditos y deudas entre el inversor directo y las empresas de inversión directa, la reinversión de utilidades y dividendos y las transferencias accionarias o de participaciones de capital entre residentes y no residentes. En suma, se utilizaba el término inversión como sinónimo de financiamiento, cuando en realidad, es sabido que la inversión que reditúa en términos de empleo y competitividad es aquella destinada a la formación física de capital. Por tanto, es menester que una política mercosureña de integración productiva deberá concentrar su atención en propiciar medidas tendientes a lograr inversiones productivas y no meramente de financiamiento, fiscalizando e impidiendo la radicación de inversiones especulativas y golondrinas. Es necesario garantizar un equilibrio de la ecuación ahorro-inversión de la renta generada socialmente en la región y de aquella inversión de origen externo a los Estados-miembro. En este sentido, es menester destacar que el MERCOSUR debe observar que el círculo virtuoso entre inversión y crecimiento del empleo no se vea opacado por conductas rentísticas o especulativas de los capitales, estableciendo regulaciones y regímenes de transparencia en las inversiones realizadas en el bloque regional; 

Los Estados deben bregar por la reinversión de utilidades que garanticen el desarrollo genuino de la economía, penalizando el dumping social y la fuga de capitales. El MERCOSUR deberá prioritariamente elaborar una normativa común en materia de inversiones que ponga el énfasis en la reinversión de utilidades en la región, respete un régimen laboral que dignifique a los trabajadores y sus familias y donde la competitividad y la rentabilidad no se asienten en la flexibilidad, la informalidad y la precariedad laboral.

4. potencialidades del conglomerado productivo agroindustrial 

Históricamente, el sector agrícola y, particularmente el sector agroindustrial alimentario, ha sido un importante receptor de inversiones extranjeras directas en el marco de aprovisionamiento de materias primas. El tamaño limitado del mercado interno y la inexistencia de una economía de escala tendió a agotar las posibilidades de realizar ganancias a través de los incrementos de productividad y justificó durante mucho tiempo la presencia de filiales de empresas multinacionales en la medida que algún activo de propiedad (una marca, una tecnología de producto) les exigieran la presencia local para apropiarse de las cuasi rentas de esos activos. Durante los años ’90, las industrias agroalimentarias han sido, junto a los servicios públicos, las actividades que más inversiones extranjeras han atraído. Durante los últimos tres lustros, la inversión extranjera directa mostró las siguientes características: 

· Fusiones y adquisiciones a fin de profundizar un proceso de centralización de marcas y redes de distribución.

· Mayor concentración de las ventas. 

· Una mayor rivalidad oligopólica. 

La compra de activos por parte de empresas extranjeras trajo diversas consecuencias de largo alcance para el sector, entre las cuales se pueden destacar  la expulsión importante de trabajadores, utilización no racional de las tierras que desgastó rápidamente los nutrientes, reducción de la diversidad de productos y aplicación de monocultivo, entre otras. Por lo tanto, resulta muy importante establecer un nuevo equilibrio de las ventajas competitivas de los países mercosurianos respecto a la generación de empleo, la calificación de la mano de obra y la utilización racional de los recursos naturales. En este sentido la CCSCS, ha declarado que resulta prioritario establecer para este sector: 

· Adopción de políticas de complementación productiva regional en agroindustrial

· La diversificación de las actividades agroindustriales para mantener el equilibrio de los recursos naturales.

· La regulación regional de la implantación de métodos transgénicos que agreden a los nutrientes naturales. 

· El seguimiento de los alcances de las normativas internacionales en materia de patentes que pueden llegar a generar en nuestro sector primario una nueva modalidad de economía de enclave, dependiente en forma extrema de la estructura mundial en materia de propiedad de semillas, etc. 

· Una política común frente a la Organización Mundial del Comercio en reclamo de eliminación de subsidios protectivos en países de escasa competitividad sectorial, en particular en los países de alto desarrollo como la UE y los Estados Unidos. 

· La integración productiva deberá también atender las necesidades y el desarrollo de la agricultura familiar con políticas orientadas a garantizar el abastecimiento interno y la soberanía alimentaria. 

· La promoción de una política agrícola que no degrade el ecosistema, garantice la alimentación de toda la población del continente y respete la interrelación de las comunidades con su medio ambiente.  

5. potencialidades del conglomerado productivo manufacturero industrial 

Contrariamente a lo esgrimido por los defensores del modelo neoliberal, la apertura y la desregulación no permitieron la inclusión de sectores productivos a la competencia internacional. Nuestra región sigue dependiendo, hasta el día de hoy, salvo algunos nichos industriales excepcionales de la economía brasileña, del mercado interno, y donde las exportaciones están sesgadas al comercio de algunos commodities. El análisis de nuestras economías expresa que nuestra estructura productiva no logra superar la dicotomía entre bienes indiferenciados para la exportación, con escaso valor agregado y bienes diferenciados para el mercado interno. El MERCOSUR deberá adoptar una firme convicción de protección industrial. El cierre de la Ronda de Doha, aún cuando hasta la fecha, su resultado resulta incierto, amenaza con la imposición de los aranceles industriales con serios riesgos para los países en desarrollo. 

El MERCOSUR requiere de un perfil productivo donde coexistan de manera armónica la explotación de los recursos primarios y el desarrollo industrial con una oferta moderna y eficiente de servicios, basados todos sobre la incorporación de equipos y tecnologías avanzadas que ofrezcan trabajo en magnitudes crecientes a una población formada y educada.  Las actividades industriales dinámicas y los servicios de tecnología avanzada permiten la capitalización de las ventajas competitivas de la producción primaria pero generando un alto valor agregado. La integración productiva, además de permitir la industrialización de los clusters productivos sectoriales del MERCOSUR, permitirían la reducción de las asimetrías entre los países miembros. Los distritos industriales y los clusters han tenido y tienen un rol importante en el desarrollo y en el crecimiento del sector productivo y empresarial en diferentes países sobre la construcción de instituciones de apoyo a las PyME. 
6. La integración de la infraestructura, transporte y comunicaciones en el MERCOSUR

La energía representa hoy en día una fuente de recurso indispensable e insoslayable para el desarrollo de la vida en todos sus aspectos pero a la vez presenta una marcada ambigüedad. Si bien se ha convertido en una de los progresos tecnológicos más avanzados en los últimos años, tal crecimiento ha sido inversamente proporcional con el número de consumidores que han quedado dentro del circuito del mercado regulado. De acuerdo a esta breve síntesis, la integración productiva en el MERCOSUR deberá abordar las siguientes problemáticas: 
· Delinear una política energética regional capaz de asegurar al MERCOSUR una adecuada disponibilidad de energía para su desarrollo, dando satisfacción a sus actuales generaciones, sin comprometer el futuro de las generaciones venideras, a través de un uso racional de la energía.

· En materia de Hidrocarburos, será necesario un diagnóstico regional conjunto que determine los índices de oferta (producción de petróleo, gas y carbón); la elaboración de subproductos; la demanda (mercado interno, intra-bloque y externo); el transporte (modalidades y costos); así como los precios y cuadros tarifarios (internas, intra-bloques e internacionales).

· En el área de energía eléctrica, los países de la región deberán abocarse a un seguimiento y control en todas sus modalidades (hidro, térmica y nuclear) de cada una de las centrales que operan en el MERCOSUR, de la capacidad instalada, la transmisión y distribución de energía eléctrica y de las demandas actuales y su proyección a futuro. 

· En lo que respecta a las fuentes alternativas de energía se debería propender a la creación de un registro de la totalidad de los emprendimientos encarados en los países miembros en energías renovables (solar, aéolica, geotérmica, bio diesel, alconaftas, etc) El diagnóstico precoz de estos emprendimientos permitirá compensar los faltantes que inevitablemente se producirán con el correr de los años, de hidrocarburos en la región. 
A través de la reciente decisión del MERCOSUR de conformación un Grupo de Trabajo Especial sobre Biocombustibles, toda esta agenda debe desarrollarse a la brevedad. Este Grupo de Trabajo se abocará a la tarea de trabajar en proyectos para energías alternativas, aprovechando recursos disponibles en la región, así como la integración energética en el sector gasífero y el aprovechamiento de hidrocarburos
Uno de los efectos más devastadores del modelo neoliberal impuesto en nuestra región fue la desestructuración de los sistemas de transporte históricamente construidos, condicionando fuertemente su desarrollo futuro y las posibilidades de una auténtica integración regional. Regiones, ciudades y pueblos enteros fueron enviados al aislamiento, lo que agravó la crisis impuesta por el propio modelo con su secuela de cierre de miles de empresas agrícolas e industriales, la pérdida de centenares de miles de puestos de trabajo y el éxodo poblacional hacia las periferias de las grandes ciudades.

Las políticas nacionales de transporte se convirtieron en campo de batalla de poderosos intereses. En general, en ningún caso se privilegiaron sistemas nacionales y regionales basados en la racionalidad, la planificación, la división del trabajo en base a ventajas comparativas de los diferentes modos de transporte y la atención de factores tales como: distancias, volúmenes a transportar, precios relativos, costos, eficiencia, etcétera. La desregulación dio paso a la concentración económica y transnacionalización del transporte ligado al comercio exterior, lo que implicó la transferencia de cifras multimillonarias en materia de fletes, regalías y ganancias a los grandes grupos que controlan el comercio mundial. En lo interno de cada país, se privilegió un modelo basado en el transporte por carretera y en el uso del combustible más caro y escaso –el petróleo-, también en beneficio de los grupos económicos más poderosos y concentrados y en perjuicio de los grupos más pequeños y, en general, de los propios trabajadores del sector.

El transporte intra-regional se subordinó a las reglas de juego de la liberalización del comercio, el tipo de cambio y los aranceles aduaneros de cada país, lo que impactó fuertemente sobre los fletes, lo que a su vez orientó a las empresas de transporte y de comercio internacional de cada uno de los países a buscar competitividad por la vía de la reducción de costos. Reducción que estuvo ligada a factores geográficos, de infraestructura, de desarrollo del sector y de reglas de juego, pero también a la aplicación sistemática del dumping social y laboral por parte de muchas empresas.

De allí que, a pesar del espectacular aumento del comercio intra-regional, no se produjo una auténtica integración de la infraestructura del transporte ni un aporte significativo de ésta al desarrollo, integración, producción, especialización y creación de empleo equitativos de la región y cada uno de sus países. La integración que imaginamos no debe ser una que reproduzca el modelo neoliberal vigente a escala regional, sino una que integre sectores tan estratégicos en beneficio directo de sus pueblos, atendiendo las asimetrías entre países y llegando a las regiones y pueblos más atrasados y marginados con criterios de justicia social y distribución más justa de la riqueza.

El transporte, junto a la energía y las comunicaciones, constituyen la infraestructura básica de nuestros países, sobre la que deben asentarse el desarrollo y crecimiento de los mismos. El transporte constituye una condición básica para el intercambio de bienes, servicios y personas entre los países que se pretenden unificar en un bloque. Pero, además y en primer lugar, constituye un factor esencial de soberanía, integración y desarrollo para cada uno de los países, cuyas poblaciones y economías han ido creciendo históricamente alrededor de los nudos carreteros, estaciones ferroviarias, puertos y, más recientemente, aeropuertos.

El MERCOSUR debe generar políticas supranacionales en todos los órdenes, pero en este en particular, además de una coordinación regional, los Estados nacionales deben ser responsables de la planificación, regulación, control y, en casos justificados, gestión y ejecución de la actividad del transporte, concebida al mismo tiempo como un servicio público, una infraestructura básica y una industria. El MERCOSUR debe avanzar en las siguientes líneas de acción: 

· Creación de un Comité de Coordinación del Transporte del MERCOSUR, conformado por Autoridades del Transporte de cada país integrante, asesorados por un Consejo Consultivo representativo de la sociedad civil.

· El Parlasur debe legislar instrumentos normativos e institucionales destinados a efectivizar los objetivos y políticas en lo atinente al transporte interno y externo.

· Unificación de las legislaciones de los Estados partes y eliminación de trabas burocráticas en las fronteras.

· Promoción y apoyo regional en la participación y desarrollo de nuevos agentes socio-económicos como PYMES, cooperativas, empresas recuperadas u otros proyectos de autogestión, dentro del marco de una efectiva coordinación del transporte.

· Creación de entes regulatorios del transporte de carácter permanente y tripartito.

7. Políticas de Innovación Tecnológica y redes de conocimiento regional. 

Los órganos decisorios del MERCOSUR deben ubicar a la innovación tecnológica como central para el comercio intraregional y en el intercambio con terceros –países o bloques-, alineando sus acciones a reducir las asimetrías entre los países miembros y a producir la generación de trabajo decente. Por tanto, en dicha materia, debe profundizarse las acciones realizadas e impulsar nuevos acuerdos sectoriales, y de conformación de redes de organizaciones científicas, tecnológicas y de cadenas productivas. El MERCOSUR ha establecido metas de redes científicas, no obstante no ha logrado verdaderas redes de conocimiento que permitan transmitir saberes, ni tampoco ha logrado articular los centros científicos y tecnológicos, universidades, organismos de ciencia y técnica con el modelo de desarrollo productivo de la región. 

Las políticas de ciencia y tecnología deben articular los nuevos conocimientos e innovaciones con el logro de objetivos tales como mayor generación de empleo y niveles de vida de la población, desarrollo regional, desarrollo de proveedores, fortalecimiento del entramado productivo local y aumento de exportaciones con mayor valor agregado. Además deben vincularse con las políticas productivas -industriales y agropecuarias- regionales, fiscales, de comercio exterior, sociales y  medioambientales, en busca de una adecuada coordinación de incentivos económicos, industriales y tecnológicos.

8. El papel las Políticas Públicas

La retirada impuesta a los Estados nacionales, provinciales y municipales en nuestros países se ha traducido en el desmantelamiento de los marcos regulatorios y legales existentes y, en muchos casos, de sectores estratégicos de su aparato productivo. Los grupos económicos privados, cada vez más transnacionalizados, ocuparon ese vacío con un saldo de creciente dependencia económica externa y conversión de servicios públicos esenciales y derechos sociales básicos en meros negocios particulares.

Un nuevo modelo de desarrollo productivo en el MERCOSUR requiere de la recuperación del rol planificador y regulador del sector público y de un fuerte énfasis en las políticas públicas.  La responsabilidad estatal es indelegable en los sectores de bienes y servicios públicos, derechos sociales  e infraestructura. 

Los órganos decisorios han tomado, en los últimos tiempos, algunas decisiones que comprometen el desenvolvimiento de algunos sectores y el desarrollo productivo del bloque regional. Por ejemplo, se puede citar la implementación efectiva del FOCEM Fondo para la Convergencia Estructural en el MERCOSUR a partir de julio de 2007, el que permitirá financiar programas para promover la convergencia estructural, mejorar la competitividad productiva y promover la cohesión social, en particular de las economías más pequeñas y regiones menos desarrolladas; apoyar el funcionamiento de la estructura institucional y el fortalecimiento del proceso de integración. 

También se avanzó en los llamados “nuevos temas” del comercio internacional. La Reglamentación del Protocolo de Contrataciones Públicas del MERCOSUR llevará a la armonización de los requerimientos jurídicos, técnicos, fiscales y económico- financieros, permitiendo así que las empresas del MERCOSUR participen más fácilmente en las licitaciones públicas de los cuatro países miembros. No obstante, es importante señalar que en dicho protocolo, el componente laboral está ausente.  

En el área educativa el CMC aprobó el reglamento del Fondo para el sector educativo del MERCOSUR, y la reunión de los Ministros de Educación aprobó la nueva tabla de equivalencias de títulos y diplomas en los niveles primario y medio. En el 2007 se aprobó la homologación de títulos primarios, secundarios (no técnicos) Lo mismo puede decirse en el sector energético, que además de la creación de un grupo técnico durante el presente año, ya ha logrado algunos avances binacionales.  En particular, y tal como lo especifica el Programa de Trabajo del MERCOSUR, es necesario concretar la matriz energética de demanda futura de los Estados Partes y de las disponibilidades de oferta, estableciendo los programas de infraestructura física que potencien la distribución de dicho recurso. 

9. Diálogo Social 
Existe un amplio consenso sobre la necesidad de reemplazar la ya agotada estrategia de minimización de los costos laborales medios. En su reemplazo, debe primar el dialogo social que conduzca a diseñar estrategias de mejorar el nivel de empleo, la formación y la capacitación permanente, la garantía los derechos laborales, el compromiso de los trabajadores en materia de productividad y competitividad, los niveles de remuneraciones, el sistema de calificaciones, etc. 

· Priorizar el carácter tripartito de todos los órganos del MERCOSUR, con la presencia de representantes gubernamentales, empresariales y sindicales. 

· Compromiso social por parte las empresas en el marco de un nuevo modelo económico que priorice el empleo y la reinversión de utilidades sobre las inversiones especulativas y volátiles. 
· Las empresas deberán abogar por compromisos duraderos de diálogo social, de nuevas formas de gestión empresarial, el uso de buenas prácticas y el involucramiento de todos los agentes, internos y externos a la empresa en los temas que le conciernen.

· Las empresas y los sindicatos deberán abordar conjuntamente la gestión conjunta de los sistemas de protección social y la plena aplicación de una política de responsabilidad social que se demuestre beneficiosa para la competitividad de las empresas y, al mismo tiempo, para la inclusión social. 

· La adopción por parte de los Estados de las normas básicas del trabajo de la OIT y la internalización de dichas normas por parte de las empresas.

· El MERCOSUR debe avanzar en la elaboración de una Carta de Principios de responsabilidad social de las empresas, que contribuya al diálogo social y al respeto de los derechos de los trabajadores. La Carta de Principios de responsabilidad social de las empresas deberá incluir prácticas de transparencia, fomento del diálogo social y al respeto del medio ambiente, y la construcción de marcos democráticos de relaciones laborales.
10. Algunas reflexiones para la elaboración de una agenda a corto plazo 

La profundización de la integración de los pueblos del MERCOSUR debe realizarse a través de la ejecución de un nuevo paradigma económico-social que priorice la generación de empleo, las condiciones dignas de trabajo para todas los ciudadanos de la región, la responsabilidad social de las empresas, la distribución más justa de todos los recursos, la cual no se limita exclusivamente al reparto de la riqueza generada socialmente por los países, sino también a la igualdad en el acceso a todos los bienes prioritarios (alimentación, vivienda, educación, salud, medio ambiente) y servicios públicos necesarios para una vida digna (agua potable y el derecho a la energía) como expresión fundamental para el desarrollo de cada individuo, el desenvolvimiento pleno en materia económica, social, 

Algunas de las asignaturas pendientes que tiene el MERCOSUR y que requieren máxima atención por parte de los órganos decisorios pero con intervención directa de los actores de la sociedad civil organizada, son: 

· La implementación de políticas regionales que favorezcan la integración y la complementación de las cadenas productivas y la generación de empleo;   

· La implementación de fondos de financiamiento y de apoyo a las pequeñas y medianas empresas, que ya ha sido agenda del CMC. 

· Promoción de la asociatividad y la economía social;

· La conectividad de las cadenas productivas a partir de la vinculación de los actores involucrados, la creación de clusters de las cadenas de valor. 

· La armonización de las políticas fiscales: pautas máximas de déficit fiscal, restricciones y equiparación de los subsidios, políticas impositivas nacionales y sobre el comercio exterior;

· La armonización de las políticas monetarias y de tipo de cambio;  

· La armonización de las políticas cambiarias y de transacciones. En este sentido ya se ha avanzado en la Creación del sistema de pagos en moneda local  -GMC 09/07-, la cual debería extenderse rápidamente a los Estados Parte
· El acuerdo de  mecanismos muy precisos y transparentes para atender situaciones de emergencia;

· El acuerdo de mecanismos eficientes para la rápida solución de controversias, para que los conflictos focalizados que hoy permean y socavan al MERCOSUR obtengan fácil resolución. 
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� Este documento constituye una compilación actualizada de las tareas e investigaciones que ha realizado la CCSCS en el marco de la Comisión de Desarrollo Productivo durante el período 2004-2007.


� Esta conceptualización reconocida mundialmente se conoce como Nueva Geografía Económica. Sus principales cultores sostienen que el objetivo de la misma es explicar la concentración de las poblaciones y de la actividad económica, el nacimiento de las ciudades y la distribución entre sistemas territoriales manufactureros y sistemas territoriales agrícolas. 
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